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I- Introducción.

La literatura que subraya la necesidad de elevar los niveles de eficiencia estatal y democratización de sus instituciones es actualmente abundante y todas ellas coinciden en una transformación profunda del aparato estatal y al mismo tiempo elevar sustancialmente su capacidad de gestión.

Es un lugar común ubicar a la administración pública contemporánea como uno de los ejes centrales de los problemas que afectan el desempeño estatal, ya que la misma es protagonista de procesos de crisis de legitimidad y credibilidad social. Este es un tema que trasciende a la propia burocracia en la medida que puede llegarse a poner en cuestión el propio sistema político, siempre que los gobiernos no proporcionen con eficacia las políticas y los servicios públicos demandados socialmente. 

La relación altamente imbricada entre Estado y la educación puede entenderse a partir de un largo proceso de institucionalización social que fue cobrando una forma particular, mediante la edificación de una estructura organizativa que instaló procedimientos y rutinas, generando mecanismos y modos de regulación de conflictos, todo apuntalado en un gran aparato jurídico-normativo.

Por ello la educación no puede ser entendida solamente si a esta no se le adhiere el término burocrático, también éste último fenómeno típico de la modernidad, que ha moldeado a la educación para convertirla tal como hoy se presenta ante nuestra realidad
.

El Estado es – a partir del proceso de secularización del cual forma parte- el productor dominante de violencia simbólica en nuestras sociedades modernas. Se presenta como la representación oficial de los problemas que el mismo ha convertido en tal, por lo que transforma a sus funcionarios y administraciones públicas (burocracias) en los voceros oficiales “dotados de un instrumento racional encargados de llevar a cabo el interés general”. 
 

La administración pública tradicional está asociada al concepto de burocracia, es decir una forma de dominación racional-legal (Weber, M., 1947) con una organización jerárquica en que cada unidad  tiene unas responsabilidades claramente delimitadas, estando sus actuaciones reguladas mediante reglas escritas y mecanismos de control vertical.

La administración pública, inspirada en el modelo organizativo burocrático ha desarrollado con el tiempo disfunciones muy importantes que tiene como resultado más sustantivo la falta de adaptación de las organizaciones públicas estatales al contexto social, político y cultural actual.

De esta manera se comienza a hablar de la gerencia pública como instancia superadora de las formas históricas de administrar el estado - patrimonialista y burocrática -, incapaces en este momento particular de garantizar los nuevos derechos. Hacen su aparición conceptos tales  como Nueva Gerencia Pública para definir un conjunto de teorías, metodologías, técnicas e instrumentos tendiente a asegurar condiciones más propicias para la defensa y la protección de los derechos republicanos.

La Nueva Gestión Pública (NGP) ha ofrecido soluciones al problema de la existencia de una administración pública cooptada por intereses político-partidario y particulares y  al control de la administración pública. 

Aunque admite distintos modelos, reedita la separación entre la administración y la política, tras el fracaso del modelo burocrático. Disminuir el  poder de la administración pública para hacer del estado responsivo a la dirección política fue una de las intenciones que más estuvo presente en las reformas del estado emprendida en los principales países desarrollados
.

En su versión ortodoxa y neoliberal, las propuestas de la NGP le otorgan a la conducción política de un gobierno considerable discrecionalidad para cambiar la maquinaria del gobierno y las prácticas administrativas, lo cual significa reafirmar el control político sobre el aparato del estado, promover una mayor dirección estratégica y disciplina en la gestión de las políticas públicas y devolver responsabilidades a la administración por la implementación de las políticas
.

Precisamente el objetivo de este artículo es ofrecer un conjunto de reflexiones sobre la relación entre la dirección y conducción política y los niveles de administración y supervisión del sistema educativo en Río Negro, con la idea de comprender el campo educativo como un espacio social de poder con instituciones y leyes de funcionamiento propias.

Se trata de indagar sobre las representaciones que tienen los funcionarios políticos con respecto al sistema supervisivo de la educación media y dirigido a rescatar aspectos no tenidos en cuenta y muchas veces olvidados cuando se analiza el sistema educativo y sus vinculaciones con el campo del poder. 

De esta manera, adquiere suma importancia el examen de los condicionantes que se le imponen al Estado para el desarrollo de las políticas públicas, no sólo de las relaciones integrales entre el Estado y la sociedad, sino – y fundamentalmente- de aquellos que tienen lugar en el interior del aparato estatal y que involucra a la burocracia.

La base documental está constituida por un conjunto de normas, leyes, reglamentos, noticias periodísticas y entrevistas a agentes participantes (y estructurantes) del campo educativo-burocrático del espacio social comprendido en la provincia de Río Negro. 

II- El Estado y  la organización administrativa de la educación. 

Las instituciones –y particularmente las educativas- son formaciones sociales y culturales complejas cuyas identidades son el resultado de procesos de interrelaciones, oposiciones y transformaciones de fuerzas sociales  (Garay, L., 1996). 

Como sostiene Lucía Garay, la identidad institucional de la escuela argentina en su carácter democratizante, laico, gratuito y obligatorio, no fue algo contenido en la institución escuela en sí, sino el resultado de demandas, luchas esfuerzos y sacrificios.

La historia institucional de la provincia de Río Negro refleja el tema de la educación mediante la primer Convención Constituyente de Río Negro (1957) como así también en la segunda, que sanciona la Constitución Provincial el 3 de junio de 1988, debate y reconoce la política Cultural y Educativa  instituyendo jurídicamente que “La cultura y la educación son derechos esenciales de todo habitante y obligaciones irrenunciables del Estado”
.

El Estado provincial establece la educación obligatoria desde el nivel inicial hasta el ciclo básico del nivel medio y demás niveles que en lo sucesivo se establezca, fija la política del sector y supervisa su cumplimiento.

Las políticas educativas de la provincia son formuladas, desde el año 1958 –provincialización del territorio nacional- con la intervención de un Consejo Provincial de Educación, quien tiene participación necesaria en la determinación de los planes y programas educativos, orientación técnica, coordinación de la enseñanza, y demás aspectos del gobierno de la educación y le asigna al presupuesto educativo no menos de un tercio de las rentas generales
.
Este Consejo Provincial se constituye como un ente autárquico y asegura la participación docente en su gobierno. A partir de este momento fueron cobrando existencia las estructuras organizativas y los agentes del sistema educativo provincial.

La ley Orgánica de Educación Nº 2444 de la provincia  de Río Negro actualiza la anterior  ley Nº 227 del año 1961. En ella se establece los principios generales, fines y objetivos, los derechos y responsabilidades básicas en el sistema, las políticas generales para los servicios, los contenidos y métodos del proceso educativo, el funcionamiento y la convivencia institucional, la constitución de las unidades educativas, los niveles del sistema a cubrir, las modalidades, las relaciones laborales de los docentes, la administración del sistema (financiamiento, planificación y control de gestión), el gobierno de la educación, (ratificando la Constitución Provincial) reconociendo la conformación del Consejo Provincial de Educación.

El gobierno y la conducción política del sistema educativo están a cargo de este Consejo, que planifica, orienta ténico-pedagógicamente la enseñanza (mediante la creación de un Diseño Curricular Básico General para cada uno de los niveles y particularizado para cada una de las modalidades), regula lo concerniente a títulos  y certificados, formula el Reglamento Escolar Básico, establece el calendario escolar, básico, designa, traslada, remueve y asciende al personal docente, técnico, administrativo y de servicios, así como lo licencia y sanciona.

Además planifica y ejecuta programas de formación, perfeccionamiento y actualización, brinda asistencia técnica,  resuelve sobre la constitución de servicios, determina las condiciones mínimas de enseñanza y régimen de funcionamiento,  establece los sistemas de evaluación y supervisión, coordina acciones y proyecta acuerdos, sistematiza y difunde la información, prepara el anteproyecto de presupuesto educativo, concede becas para estudios, administra los recursos destinados por el Estado provincial a la educación y ejerce todas las demás atribuciones que son necesarias para asegurar el cumplimiento de los objetivos de la ley. 

El gobierno del Consejo Provincial de Educación está integrado por un Presidente (designado por el Poder Ejecutivo provincial), dos (2) vocales en representación del Poder Ejecutivo, un (1) vocal en representación de los Consejos Institucionales y un (1) vocal en representación de los docentes.

Los principios generales de esta ley hacen hincapié en conceptos tales como “democracia”, “calidad”, justicia social” y “equidad” en el acceso a la educación. De esta manera, a lo largo de su desarrollo fue promoviendo la conformación de Consejos Escolares locales con función administrativa y Consejos Institucionales en cada escuela integrados por padres, alumnos y docentes.

La implementación de este aspecto democratizador del sistema, que además incluía un proceso de descentralización escolar,  fue duramente resistido por la asociación gremial. La falta de reglamentación de la participación del “Vocal Padre” en el seno del C.P.E. fue un tema que enfrentó al sector gremial (Unión Trabajadores de la Educación de Río Negro –UNTER-) con el gobierno provincial. El temor radicaba en que una de estas fuerzas –gobierno provincial o gremio docente- pueda cooptar la voluntad de este miembro del Consejo ha sido un elemento fundamental a la hora de poner en marcha este mecanismo participativo.

Por otro parte la ley Nº 391 - Estatuto Docente-  sancionada en el año 1964 establece las forma de ingreso, permanencia, ascenso y salida del sistema educativo de los docentes, en tanto trabajadores de la educación. En su más de 90 artículos y unas 30 modificaciones y reglamentaciones posteriores mediante leyes y decretos se regulan todas las condiciones labores y salariales del sector.

Este Estatuto es una copia fiel del nacional y permanece inalterado en sus puntos centrales desde el año de su promulgación. Han existido diversos intentos de modificación, impulsados fundamentalmente por los gobiernos provinciales a lo largo de los último años que ha provocado la reacción adversa del gremio docente, que da cuenta del amplio poder corporativo que tiene la Unter en Río Negro.

La organización y funcionamiento de las escuelas se encuentra atravesada por distintas normas y reglamentos escolares en los distintos niveles. Todos ellos están elaborados en el marco de participación democrática establecidos en la ley 2444 y el proyecto de “descentralización” del sistema implementado a partir de 1992.

Por otra parte, el estado garantiza el derecho de los particulares a gestionar sus propios servicios educativos siempre que se inscriban en el marco de la ley y que responda a los lineamientos generales establecidos en la política educativa. De esta manera, para la educación privada, el Estado establece una contribución económica “con los establecimientos  de enseñanza pública de gestión privada que cumplan una función social no discriminatoria  y que sean de carácter gratuito sin fines de lucro”.

Actualmente el Estado subvenciona la planta funcional docente de la instituciones públicas de gestión privada, aunque no en todos los casos queda asegurada la gratuidad, y su funcionamiento es regulados por diversas resoluciones Ministeriales
.
Por último, la ley de Ministerio es una herramienta que los gobierno ponen en marcha cuando asumen la conducción del Estado Provincial. En ella se fija fundamentalmente la estructura política del sistema, designando los cargos y funcionarios, en los niveles no comprendidos por los estatutos de empleados administrativo. Se trata de la fijación de los funcionarios de cargo de Secretarios Técnicos, Directores, Directores General, Presidente del Consejo y Ministro de Educación.

La recategorización del gobierno educativo que instituyó, por medio de la Ley de Ministerios n° 3329 de 1999, la figura del Ministerio de Educación y Cultura, no modificó la anterior estructura de Consejo y su funcionamiento colegiado. Esta reforma se realizó con el objetivo de “nivelar” a Río Negro en las reuniones de Consejo Federal de Cultura y Educación a nivel nacional, presentando a la cartera educativa con status ministerial. 

La presencia institucional del Consejo a lo largo de la historia educativa rionegrina ha caracterizado al sistema. En la  cúpula del sistema encontramos al  ministro de educación y cultura, que, junto a los dos vocales gubernamentales y el vocal docente, constituyen el órgano colegiado que define las principales líneas de la política educativa y la representación de la comunidad, mediante representante de los padres, que aún no ha sido reglamentado. 

El  organigrama  se compone con cinco Direcciones Generales principales: Educación, Programación Educativa, Cultura, Organización y Recursos Humanos y Administración. 

La Dirección General de Educación y es la de mayor peso en cuanto a la definición e implementación de políticas educativas e incluye  las direcciones de Niveles (inicial, primaria, media, superior), Gestión Curricular, Educación Privada, el Programa Escuelas prioritarias y la Red Federal de Formación Docente Continua (RFFDC). En este marco se debaten los principales lineamientos educativos sobre la base de lo definido a nivel de coordinación general. 

La Dirección General de Programación Educativa realiza el relevamiento y análisis de la información educativa, releva los Operativos Nacionales de Evaluación (ONE) y maneja el Programa de Reforma de la Gestión Administrativa de los Sistemas Educativos Provinciales (PREGASE).. 

La Dirección de Organización y Recursos Humanos tiene a su cargo todo lo relacionado con el personal docente (licencias, legajos, movimientos, liquidaciones, etc.). 

La Dirección General de Administración define las cuestiones presupuestarias en educación acordada por la Constitución Provincial y la Ley de Educación, ya que es una facultad que el CPE maneja en forma autárquica. 

En el año 1996, mediante la Resolución Nº 125  del Ministerio fueron creadas las  siete delegaciones regionales que tienen a su cargo competencias administrativas y no definen cuestiones ligadas a lo pedagógico. Funcionan como centros de gestión y reclamos para los docentes de las distintas localidades y agrupan asimismo las zonas supervisivas.

Los docente, mediante su asociación gremial tiene presencia en la administración central provincial en la Vocalía del CPE y en las Juntas de Clasificación y Disciplina. Con una presencia mayoritaria sobre la gubernamental, ésta Junta  tienen un papel considerable a nivel de la estructura de gobierno como órgano de peso. 

Por último, la descentralización del sistema educativo operada en los últimos 25 años en Argentina, y particularmente la sanción de la ley Federal de Educación en 1993, mediante la cual se transfieren a las provincias los servicios educativos, ha dejado al Estado provincial con la casi totalidad del servicio a su cargo en los niveles inicial, primario, secundario y terciario.

Según un estudio finalizado en el año 2003
, los datos más importantes para la provincia revelan que el sistema educativo rionegrino contaba con 182.088 alumnos -un 33% de la población- quienes se ubican en 714 establecimientos educativos, 11.948 cargos docentes y 81.173 horas cátedra. 

Del total de alumnos, 26.334 pertenecen al sector privado (14.5%) y del total de establecimientos 119 (16.7%) corresponden a este sector. La cantidad de escuelas rurales asciende al 2.6%, porcentaje relativamente coincidente con los valores del resto de la región aunque contrasta con la media nacional del 10.6%. El crecimiento de la matrícula no ha sido significativo entre los años 1996 y 2000 (8.2%), siendo Río Negro la novena jurisdicción con menor incremento. No obstante, si desagregamos este número para los sectores público y privado, este último resalta con un aumento del 16.6% en el crecimiento de su matrícula frente a la estatal que desciende al 7%. Por otra parte, Río Negro es la segunda provincia con mayor aumento de la cantidad de establecimientos educativos para dicho período.  

III- Políticas educativas y sistema de supervisión escolar.

Las políticas educativas que se perfilan desde el año 1991 hasta el 2003 podrían desagregarse en dos períodos claramente diferenciados. El primer de 1991 a 1995 abarca las presidencias del Consejo Provincial de Educación (CPE) de Roberto Rulli y Noemí Valla –en el marco de la gobernación de Horacio Massaccesi- y el segundo 1996- 2003 tiene como ejecutores de la política educativa provincial a Raúl Otero, Oscar Machado y la entonces ministro
 Ana Mázzaro –en la gestión del gobernador Pablo Verani-. 

El Gobernador Massaccesi apoyaba y promovía la reforma del sistema educativo en un interés personal político de crecimiento, sosteniendo que el gobernador que resuelva el problema educativo en este país y genere un cambio “pasa a ser la figura”, en base a sus aspiraciones que después se expresaron en su candidatura presidencial.

Sin demasiado conocimiento del proyecto de reforma de nivel medio, intuía que podía cambiar sustancialmente su imagen o mejorarla en el contexto nacional. No podría afirmarse que esta política contaba con el apoyo de todo el gabinete ministerial ya que  había ministros de gabinetes que lo apoyaban fuertemente, había otros que no.  Entre los que lo apoyaban fuertemente, estaban los que veían algunos aspectos de esta reforma como una posibilidad de ahorro económico, como es el caso de la reforma del estatuto docente, donde se creía que había que cambiarlo para que cueste menos.

En este primer período hay un interés más pronunciado en lo referente a la planificación de la política educativa, en parte como herencia del proceso que se había iniciado en los ochenta y que había originado la reforma. Se hizo hincapié para completar diseño curriculares, para considerar la capacitación, la formación, el perfeccionamiento y la actualización como un solo proceso; se logra conformar la DIFOCAPEA, la Dirección de Formación, Capacitación, Perfeccionamiento y Actualización. En el año 1992, las autoridades del Consejo Provincial de Educación (C.P.E.) bajo el argumento que existía un "mandato" que partía de esta norma jurídica, proponen una descentralización de la ejecución presupuestaria a la  que denominaron Programa de Gestión y Administración Escolar Descentralizada con Participación (Kumelkan).

Este programa estaba compuesto por tres "cuestiones":  1) la creación del Fondo de Financiamiento Educativo Provincial, fondo adicional que incrementa el presupuesto y que esta definido en la Ley 2444; 2) descentralización de la administración con participación; 3) la reforma del Estatuto del Docente. 

Los fundamentos estaban dirigidos a lograr el mejoramiento de la calidad de la educación, mayor democratización de la escuela pública rionegrina, incrementar la eficacia y transparencia en el manejo de los recursos, responder a las necesidades regionales y locales a través de una total integración de la escuela a la comunidad, para lo cual se habría de constituir consejos institucionales  como órganos de decisión en cada escuela y consejos escolares como órgano de decisión a nivel regional.

Desde el Consejo Provincial de Educación (C.P.E.) se indicó que las decisiones propias de las escuelas quedarían en manos de un Consejo Institucional (C.I.). En lo que respecta al mantenimiento edilicio, equipamiento, servicio de limpieza, la  ejecución estaría a cargo de un secretario administrativo. De esta forma,  se lanza como proyecto piloto en algunas escuelas de nivel medio y primario. 

El nivel central (C.P.E.), estableció la forma institucional ( los Consejos Institucionales) dentro de los cuales se debe canalizar la participación de la comunidad educativa. Esta decisión tomada por la administración educativa implicó que los espacios de participación permitidos se localizaran sólo al nivel micro del sistema y dentro del ámbito de la escuela, mientras que a nivel central esta participación está vedada, fundamentalmente, a los padres de los alumnos. 

El Gremio Docente, que acompañó la sanción de la Ley de Educación Provincial, se opuso a la implementación del Proyecto de descentralización. Sus argumentos fueron: que no se reglamentó la Ley, que entre otras cuestiones preveía la incorporación de los padres en el Consejo de Educación, que la propuesta no fue consultada sino impuesta, que no creó el Fondo de Financiamiento Educativo Provincial y que la descentralización iba hacia una municipalización o privatización encubierta. 

Desde el gremio docente (UnTER) siempre se insistió en que la descentralización podía terminar en un proyecto de municipalización como había ocurrido en Chile y sostienen que los ideólogos de este tipo de proyectos plantean que la comunidad educativa se haga cargo de la escuela. 

Además el Proyecto incluía la reforma del Estatuto Docente. Desde la percepción del Gremio la política que intentaba llevar adelante el gobierno tenía que ver con "convertir" a "trabajadores de la educación" en relación de dependencia con el Estado Provincial en un "profesional de la educación", sin estabilidad laboral, que era contratado por el Estado. La razón de la postura gremial pasaba por preservar los intereses de sus afiliados, en tanto se ponía en cuestión la estabilidad laboral. 

Como corporación no podía aceptar la fragmentación del sistema, ya que la autonomía de las escuelas implicaba su propia segmentación, en tanto las negociaciones iban a ser con las autoridades de las escuelas y no con las del Estado Provincial. Por lo tanto, el Gremio ya no iba a poder luchar por reivindicaciones comunes a todas las escuelas. 

La estrategia del sindicato estuvo dirigida a captar la adhesión de los padres hacia sus propias reivindicaciones gremiales, incluyéndolas dentro de los problemas del sistema educativo provincial en conjunto y no como un tema puntual.  El sector docente se ha convertido en uno de los que con más energía han llevado adelante medidas y planes de lucha en los últimos años; pero, por otra parte, la misma valorización de su tarea pone límites a un ejercicio irrestricto de las medidas más contundentes en la defensa de los derechos sectoriales y colectivos.

La Ley Federal de Educación aparece para los actores gremiales sustentando la idea de la educación como un servicio y no como una función indelegable del Estado. Si es un servicio, razonan, se puede privatizar. La postura ideológica de dar mayor libertad a las escuelas para que se manejen autónomamente, con participación de los padres, no considera que impacto pueda tener esta propuesta sobre la igualdad de oportunidades para todos los alumnos.

Todo este primer período de gestión se caracteriza por una lucha con el sindicato que tiene dos frentes de conflicto: por un lado, los intentos de llevar adelante reformas descentralizadoras (entre ellas el cuestionado Proyecto Kumelcán) y, por otro, la puja salarial que acompañará toda la década. Por último, la aguda crisis financiera de la provincia, desatadas a partir del efecto “tequila” comienza a producir el desfinanciamiento del sistema educativo y comienza a decaer la reforma. Al promediar la presidencia de Rulli comienzan a sentirse las presiones por reducir el gasto y ordenar las cuentas provinciales. 

Hacia el final de la gobernación de Massaccesi, la situación provincial era caótica, los trabajadores estatales llevaban cinco meses sin cobrar y la situación financiera de la provincia estaba totalmente debilitada

El segundo período se inicia con la presidencia del C.P.E. del economista Raúl Otero, produciéndose los más fuertes recortes en el gasto educativo y dándose por finalizada la reforma del nivel medio. Sus primeras medidas de gobierno estuvieron relacionadas con fuertes recortes del gasto 

Luego del breve interregno de Oscar Machado, asume la ministro Ana Mázzaro quien logra “pacificar” el sistema educativo bajo la consigna “clases todos los días”, volviendo a hacer hincapié en lo pedagógico, aunque en un contexto de ajuste que no logrará revertirse.     

 EL profundo recorte presupuestario eliminará algunos de los aspectos de la reforma del Nivel Medio , además se suspenderá la inscripción a primer año de los Institutos de Formación docente, no se designarán suplentes para licencias menores de diez días, las medidas de recorte procuran reducir $2.000.000 millones mensuales de gastos”
. 

Entre otras medidas, se redujo la estructura del CPE, se suspendieron las reuniones paritarias, se organizó el sistema de legajo único, se redujo el número de porteros y se redujeron las horas cátedra. Esto le permitió al final de su gestión, disminuir la deuda de 15 millones que tenía el CPE a 0. La relación con los sindicatos fue altamente conflictiva, sobre todo por la pretensión de Otero de modificar puntos del régimen laboral, como el sistema de licencias, y por la falta de propensión al diálogo tras la suspensión de las reuniones paritarias
. 

Luego de dos años de gestión, Otero deja el cargo en diciembre de 1997 y asume Oscar Machado, nombramiento que responde a una necesidad política de generar un mejor vínculo con los demás sectores educativos luego de la gestión conflictiva de Otero. Machado no logra cumplir con este objetivo y luego de su frustrado pase por la cartera educativa asume en noviembre de 1998 Ana Mázzaro. 

Persona de confianza de Verani, transitó todos los niveles del sistema educativo y desde el Ministerio pretendió impulsar una  “vuelta” a lo pedagógico, aunque en fuertes contextos de ajuste. respondió a la necesidad política de evitar el conflicto a partir de una buena relación personal de con los supervisores

Impulsa una política de equipamiento de escuelas, la estabilidad docente (durante su mandato se llevaron adelante varios concursos de titularizaciones) y el mantenimiento de la oferta educativa. Mázzaro logra en cierta medida normalizar el funcionamiento del sistema educativo luego de arduas negociaciones con la UNTER. Se reinicia, entonces, un nuevo período de diálogo con el gremio que posibilita el transcurrir de los ciclos lectivos sobre la base de negociaciones y concesiones. 

El sistema de supervisión 

En el esquema de gobierno escolar, el sistema de supervisión responde a una estructura descentralizada.  La provincia está dividida en siete zonas educativas, que se corresponden a la configuración de las siete delegaciones regionales existentes. Las zonas educativas son Atlántica, Valle Medio, Alto Valle Este, Alto Valle Oeste, Andina I y Andina II y Línea Sur. Cada una de ellas agrupa su conjunto de supervisores, quienes dependen, a su vez, de la Dirección de Nivel respectiva. 

Los supervisores se encuentran divididos según niveles y son elegidos de acuerdo al Estatuto del Docente, por orden de méritos en la categorización que establece la Junta de Clasificación, siendo los primeros beneficiarios los directores titulares. 

Los supervisores tienen bajo su observancia a los Equipos Técnicos de Apoyo Pedagógico (ETAP) que se encuentran en cada una de las delegaciones. En cuanto a la normativa a la cual responden, podemos citar, en primer término, el Estatuto del Docente y, más específicamente, la Resolución 1053/94 que estipula las misiones y funciones del supervisor. 

Esta norma establece que el Supervisor escolar es el docente encargado de la conducción del proceso educativo en todo sus aspectos, en su zona, nivel y modalidad, y es el máximo responsable zonal dentro del escalafón docente de los logros de dicho proceso. Por conducción queda entendiendo “el asesoramiento, seguimiento y control de gestión del proceso educativo en lo técnico-pedagógico, lo técnico-administrativo y lo institucional”
. 

El supervisor debe favorecer el crecimiento institucional y la capacidad de decisión autónoma, con lo cual participa con su opinión orientativa en la etapa de elaboración por parte de los Consejos Institucionales de las escuelas del Proyecto Educativo Institucional (PEI). 

El seguimiento y control se orientará a la verificación del cumplimiento de esos acuerdos y a sugerir los cambios que se consideran oportunos. Además, esta tarea de control se desarrollará a través de la observación y evaluación directa, periódica y frecuente, y deberá ser puesta en conocimiento del Consejo Institucional por los directores de las escuelas. 

Asimismo, establece la conformación del Equipo de Supervisores, compuesto por todos los supervisores de una zona educativa, a los efectos de aunar criterios y experiencias para el desarrollo armónico entre todos los niveles que componen el sistema.

La estructura del sistema supervisivo está compuesta de la siguiente manera:

Cuadro 1 -  Cantidad de supervisores y escuelas por nivel, tipo de supervisor y sector

Sector
Cantidad de supervisores
Cantidad de escuelas por supervisor

Cantidad total de supervisores
72
10

Supervisores generales nivel inicial
15
7



Supervisores de EGB 1 y 2 (primaria)
30
13

Supervisores de educación especial
5
5

Supervisores generales de Polimodal  (media)
17
10

Supervisores de Educación de Adultos
5
Sin información

Fuente: Proyecto “Las provincia educativas”. Estudio comparado sobre el Estado,…ob. Cit.
Con el objetivo de reflexionar sobre la problemática global del sistema provincial, queda establecido como instancia articuladora, la figura del Foro de Supervisores, que será el encuentro de todos los supervisores de los distintos niveles y modalidades con la conducción política del Consejo Provincial de Educación. Este Foro es convocado por el C.P.E., cuya finalidad será analizar las grandes líneas de políticas educativas no menos de tres veces al año.

IV- La representación de los políticos sobre el sistema de supervisión.

El estudio de temas relacionados con las políticas educativas y sus practicas implica el análisis de la educación como sistema;  ello obliga  a tener una visión integral de las estructuras, los agentes y sus prácticas y bajo una perspectiva macro y micro del espacio  social donde estas tienen lugar. 

Profundizar en la relación existente entre el sistema educativo y la función supervisiva, comprendiendo por ellas  a  las prácticas del supervisor, remite a considerarlas en sentido práctico, como el encuentro entre un habitus y un campo social, entre historia objetivada e historia  incorporada (Bourdieu, 1999) 

A partir de aquí, para comprender  las representaciones que los agentes del campo educativo tienen sobre  función supervisiva es necesario hablar de un  habitus en este campo, es decir que existen  disposiciones a actuar, valorar, sentir y pensar de una cierta manera; disposiciones que han sido interiorizadas por el individuo en el curso de su historia, "disposiciones durables en términos de lo pensable y lo no pensable, de lo que es para nosotros o no lo es, lo posible y lo no posible, el habitus es pues la historia hecha cuerpo. Producto de la historia es lo social incorporado -estructura estructurada- que se encarna de manera durable en el cuerpo, como un segunda naturaleza socialmente constituida." (Gutiérrez A. 1997:65)
.

De esta manera,  pensar en la representación del agente “funcionario” con respecto a la función supervisiva y del supervisor como agente del campo educativo, requiere en todo momento  considerar  que existe un interés en juego, como principio a partir del cual el agente social estructura su acción (acción que se convierte en un medio a través del cual se busca obtener capital). Esto  permite rescatar al agente social y su trabajo de producción de las prácticas sociales (Costa, Ricardo:1995 citado en Gutiérrez A. 1997:47). 

La representación acerca de la función supervisiva desde la  mirada de un funcionario
, implica tener en cuenta dos dimensiones de análisis: por un lado el “deber ser” de la función supervisiva  en tanto función  coordinadora, ordenadora, socializadora y planificadora de la acción educativa; en esta representación   la posesión de un capital especifico  en sentido de capital cultural objetivado y capital simbólico objetivado resulta de fundamental importancia para el desarrollo eficaz de la acción supervisiva.

Por otro lado una dimensión del “es”  donde se percibe  a esta  como una función tensionante, que cumple  un rol de gestor  de la política educativa,  que se ha burocratizado,  que en su  relación con el Estado paulatinamente ha tomado un tinte meramente administrativo, diluyendo de alguna manera la tarea supervisiva en su aspecto pedagógico.

Es preciso tener en cuenta que esta representación puede considerarse como una instancia  “genérica”  de acuerdo a la mirada del “agente funcionario”, representación que se construye a partir de la trayectoria del funcionario en el campo de acción social. Así por ejemplo para un agente funcionario cuyo volumen global de capital en su mayoría está  constituido por capital político (no específicos del campo educativo)   y que es  utilizado para la valoración del capital específico, hace que su representación sea  diferente  a la de aquellos  cuyo volumen de capital está compuesto básicamente por capitales específicos del campo educativo (cultural objetivado)

La representación que tienen aquellos funcionarios
 que han llegado mediante la valorización de un capital político  es que la función supervisiva se ha ido dilatando en el tiempo transformándose en una función administrativa.  De esta manera se considera la necesidad de modificar  el sistema de designación, resaltando   la importancia de contar con un sistema que permita la elección del supervisor  a  partir de una terna  compuesta por los tres mejores calificados. Además en esta representación se plantea la necesidad   de que los supervisores cuenten con  una capacitación específica en  temáticas como conducción política y planificación educativa. Estos cargos deberían, contrariamente a lo que sucede en la actualidad,  ser revalidados por períodos. 

Por otro lado  aquellos agentes
  cuyo volumen de capital  es construido netamente en el campo educativo, la función del supervisor  consiste en   articular, gestionar y gobernar  el sistema de acuerdo a normas, pudiéndolas  generar si éstas no existen en la práctica. Aún así, la representación de estos funcionarios  advierte la burocratización de la función supervisiva  como un proceso perverso y no deseado que produce un alejamiento de sus prácticas  pedagógicas.

En función de esto, es que la noción y la representación del agente supervisor debe considerarse en el marco de la dinámica social, luchas, pugnas, conflictos, alianzas, en una relación dialéctica permanente entre la historia externa y la historia interiorizada,  entre campo social y habitus, entre lo objetivo y lo subjetivo, entre trayectoria social del sujeto y su accionar actual y la forma de percepción de las prácticas del resto de los agentes del campo educativo.

V- Conclusiones

Uno de los problemas que enfrentan las sociedades contemporáneas se relaciona a la eficiencia estatal, para lo cual se proponen elevar sustancialmente la capacidad de gestión del Estado para el logro de los objetivos propuestos en las políticas públicas.

La administración pública forma parte de esa problemática, con sus marcadas y comprobadas disfunciones, que se han convertido en blanco de permanentes reformas y rediseños institucionales. En este sentido, la administración escolar ha sido un lugar común en busca de soluciones para incrementar la eficiencia política y técnica de los servicios educativos en nuestra región.

El sistema educativo, asociado a los modelos burocráticos de gestión, estuvo en permanente debate y crítica debido al distanciamiento que ha tomado con el contexto político, social y cultural de los últimos tiempo. 

La emergencia de un nuevo paradigma en administración pública, como la Nueva Gestión Pública, intenta brindar soluciones a este problema, poniendo nuevamente en discusión la relación entre política y administración, reeditando una separación que el modelo burocrático no pudo resolverlo.

En este sentido, el planteo en el sistema educativo de otorgar a la conducción política discrecionalidad para cambiar la maquinaria administrativa y lograr de esta manera el control político sobre el aparato del Estado, mediante una mayor dirección estratégica y disciplina de la administración pública, encuentra para el caso de Río Negro un campo de tensión y conflicto que no logro resolver el problema.

Resulta necesario entender a este campo como un espacio de poder, que con sus instituciones leyes de funcionamiento específico, caracterizan al sistema educativo rionegrino de una forma particular. La presencia de la educación como un derecho en la Constitución provincial y la sanción de una ley que contempla a la misma como un elemento central en el proceso de democratización de la sociedad, previendo formas colegiadas de gobierno y participación en la definición y organización de las políticas educativas bajo formas descentralizadas de poder, definen a este campo como un espacio que requiere permanentemente la construcción de consensos entre los niveles políticos, administrativos y comunitarios.

Un ejemplo de esta dinámica lo constituye el sistema de supervisión escolar,  que bajo un perfil altamente descentralizado en criterios zonales, de nivel y modalidades solicita la presencia de instancias articuladoras construidas mediante consensos del conjunto de actores del sistema. De allí que resulta necesario entender a la función supervisiva bajo una óptica que pone en relación a las estructuras, los agentes y las prácticas del sistema.

La representación que el nivel político tiene acerca de la función supervisiva debe trascender la mera visión técnica, es decir aquella que la percibe solamente como una función ordenadora, planificadora, gestionaria y controladora, para entenderla más bien como una función que se desarrolla en una tensión permanente entre criterios de racionalidad específicos exigibles hoy al estado: el cumplimiento de las normas, la búsqueda de resultados y la construcción de consensos.
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� Bourdieu lo ha planteado en este mismo sentido recurriendo a una cita de Maestro Antiguos de Thomas Bernhard cuando dice. “La escuela es la escuela del Estado, donde se convierte a los jóvenes en criaturas del Estado, es decir, única y exclusivamente en secuaces del Estado. Cuando ingresé en la escuela ingresé al Estado, y como el Estado destruye a los seres, ingresé en el centro de destrucción de los seres (…) El estado me ha obligado a ingresar en él por la fuerza”. En Pierre Bourdieu (1999) Razones Prácticas, Anagrama, Barcelona.





� No es una novedad afirmar que la educación es uno de los temas más conocidos y tratado por Pierre Bourdieu, de manera que lo ha llevado a construir, por un lado, una teoría de la violencia simbólica, y por otro, una teoría general de la reproducción social en las sociedades industriales avanzadas.Desde esta perspectiva, la violencia simbólica es la imposición de sistemas de simbolismos y de significados sobre grupos o clases de modo que tal imposición se concibe como legítima. La legitimidad oscurece las relaciones de poder, lo que permite que la imposición tenga éxito. Pierre Bourdieu (1999), Razones Prácticas, Anagrama, Barcelona.


� Nueva Gerencia Pública o new public management ha sido utilizada por diferentes orientaciones del espectro político. Tanto el  neoliberalismo como la socialdemocracia europea han desplegado –aunque con criterios diferentes- buena parte de sus propuestas para incluirlas en los proyectos político-administrativos de los países que han gobernado. Para América Latina el fundamento esgrimido sostiene  que el principio rector de la reforma gerencial es la necesidad de revertir la privatización del Estado y promover modalidades de control de la acción pública por parte de los ciudadanos (Veásee Bresser Pereira, 1999)


� Cf. Nuria Cunnil Grau “La democratización de la administración pública. Los mitos a vencer” en AA VV,  Política y Gestión Pública (2004), Clad, Fondo de Cultura Económica, Bs. As.


� Idem., pag. 48 y ss. 


� Art. 62º de la Constitución de la Provincia de Río Negro (1988)


� Artículos Nº 63 y 65 de la Constitución de la Provincia de Río Negro (1988).


� En trabajos anteriores hemos desarrollado los aspectos más importantes que han limitado los procesos democratizadores y participativos del sistema educativo en la provincia de Río Negro. Varios son los factores que se enuncian en estos trabajos, concluyendo que las instituciones, organizaciones y actores del sistema educativo rionegrino, con un comportamiento y formas de procesamiento político de tipo corporativo, no fueron capaces de interpretar los nuevos valores democráticos exigibles a la formas de actuación estatal, en parte, porque su burocracia interpuso obstáculos a la participación socio-política de la comunidad. Véase “Política educativa con eje en la participación. El caso de Río Negro en la década del noventa” Pascual Bereau y Miguel Franco, Revista Pilquén Nº 5, Universidad Nacional del Comahue, Viedma, 2003. También puede consultarse “El sistema educativo y la democratización del Estado en la provincia de Río Negro”, ponencia presentada en el  VI Congreso sobre Democracia, Rosario 19 al 22 de octubre de 2004.


� Art. 17 de la ley 2444.


� Resoluciones 1963 de 1996 y 823 de 1998 del Ministerio de Cultura y Educación de la provincia de Río Negro.


� Los datos y las conclusiones fueron extraídos del Proyecto “Las provincia educativas”. Estudio comparado sobre el Estado, el Poder y la Educación en las 24 provincias argentinas”. CIPPEC, Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el Crecimiento, Dirigido por Axel Rivas, Bs. As. 2003.


� En 1999, tras la sanción de la Ley de Ministerios, el CPE adquiere carácter de Ministerio de Educación y Cultura.


� “Diario Río Negro, del 27 de enero de 1996.


� Proyecto “Las provincia educativas”. Estudio comparado sobre el Estado,…ob. Cit.


� Resolución 1053/94. 


� Hablar de habitus también es recordar la historicidad del agente, es plantear que lo individual, lo subjetivo, lo personal, es lo social, es producto de la misma historia colectiva que se deposita en el cuerpo y en las cosas. En Pierre Bourdieu. Las Prácticas Sociales. Editorial Universitaria. Universidad Nacional de Misiones, 1997.


� Considerando a este de manera genérica, como un funcionario del campo educativo rionegrino.


� El entrevistado ha sido Presidente del Consejo Provincial de Educación, Subsecretario de Cultura, Director General de Coordinación Técnico Administrativa del Consejo Provincial de Educación, Ministro de Gobierno, Ministro Coordinador, Secretario Legislativo, Jefe de Gabinete de Asesores  y en la actualidad Secretario de Capacitación del Consejo de Educación de Río Negro.


� Su trayectoria laboral es esencialmente educativa siendo Directora de Escuela, Supervisora, Secretaria Técnica, Directora de Nivel Medio y Ministro de Educación y Cultura de la provincia de Río Negro.





